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LEGISLACION ESPAÑOLA 
MINISTERIO DE CULTURA 
Real Decreto 1075/1978, de 14 de abrH, por el que se regula el ejercicio de 
la clnematografia Informativa [BOE del 24·V·1978]. 
El derecho de los ciudadanos a la di-
fusión de información ha de tener su 
manifestación en el medio cinematográ-
fico igual que la tiene en otros medios 
informativos como son la prensa, la ra-
dio y la televisión. 
Incompatible con este derecho es el 
carácter de exclusividad de que verua 
disfrutando el Organismo Noticiarios y 
Documentales Cinematográficos (NO-DO), 
para la edición de noticiarios y revistas 
cinematográficas de actualidad, actividad 
que de ahora en adelante podrán desa-
rrollar todas las Empresas productoras 
inscritas en el Registro de Empresas Ci-
nematográficas. 
Parece, pues, aportuno regular aspectos 
específicos de la cinematografía informa-
tiva que exigen un régimen administra-
tivo especial y distinto del resto de las 
películas cinematográficas, agilizando al 
máximo la actuación administrativa en re-
lación con las mismas. 
En su virtud, a propuesta del Ministro 
de Cultura, con la aprobación de la Presi-
dencia del Gobierno y previa deliberación 
del Consejo de Ministros en su reunión 
del día catorce de abril de mil novecien-
tos setenta y ocho. 
DISPONGO: 
Artículo primero. 1. Se modifica el 
apartado a) del artículo cuarenta y cuatro, 
uno, del Decreto tres mil ciento sesenta 
y nueve/mil novecientos setenta y cuatro, 
de veinticuatro de octubre, que queda 
redactado como sigue: 
«a) Editar noticiados y revistas ci-
nematográficas de actualidad.» 
2. Todas las Empresas productoras 
inscritas en el Registro de Empresas Ci-
nematográficas podrán editar noticiarios 
y revistas cinematográficas de actualidad. 
Artículo segundo. 1. Dos días hábi-
les antes de proceder a la exhibición de 
un noticiario o revista cinematográfica de 
actualidad, el titular de los · derechos de 
explotación deberá depositar una copia, 
íntegra y en perfecto estado, en la Dele-
gación Provincial del Ministerio de Cul-
tura de la provincia en que se halle esta-
blecido. 
La copia deberá ir acompañada de una 
declaración según modelo oficial suscrita 
por el titular de los derechos de explo-
tación de la película o su representante 
legaL 
2. En el momento en que se realice la 
entrega de la copia el funcionario que 
la reciba entregará al depositante un res-
guardo con la diligencia de haberse cum-
plido el depósito, haciéndose constar ex-
presamente el dia y hora exacta en que 
realiza el depósito. 
3. Se entenderá cumplida la obliga-
ción de depósito, sin necesidad de reali-
zarlo de nuevo, para todas l~ copias de 
la película en que no exista alteración 
alguna respecto a la copia depositada. 
Artículo tercero. Si durante los dos 
días hábiles a que se refiere el párrafo 
primero del artículo segundo, la Adminis-
tración advirtiera que la exhibición de 
una película pudiera ser constitutiva de 
delito, lo pondrá en conocimiento del Mi-
nisterio Fiscal; a los · efectos procedentes, 
lo que comunicará previamente al inte-
resado. 
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Transcurridos dos días hábiles desde la 
comunicación al Ministerio Fiscal sin que 
éste hubiese ejercitado la acción perti-
nente, el noticiario o revista cinematográ-
fica de actualidad podrá exhibirse. 
ArtíCulo cuarto. La exhibición de un 
noticiario o revista cinematográfica de ac-
tualidad sin haber expirado los plazos 
previos que este Real Decreto establece 
dará lugar a su retirada del local de ex-
hibición, sin perjuicio de las responsabi-
lidades penales en que pudiera haberse 
incurrido. 
Artículo quinto. La exhibición de un 
noticiario o revista cinematográfica de ac-
tualidad no afecta o prejuzga en ningún 
sentido la calificación que en el orden 
penal pudieran merecer las películas, cu-
yo enjuiciamiento quedará reservado con 
exclusividad a los Jueces o Tribunales 
competentes en el ejercicio de su función 
jurisdiccional. 
Artículo sexto. Si durante los dos días 
hábiles a que se refiere el párrafo prime-
ro del artículo segundo la Adminis-
tración advirtiera que una película pre-
sentada como noticiario o revista cine-
matográfico de actualidad no es informa-
tiva de actualidad, lo notificará al inte-
teresado, que podrá retirar la copia. Para 
exhibir la película habrá de solicitar li-
cencia de exhibición con arreglo a lo dis-
puesto en el Real Decreto tres mil se-
tenta y uno/mil novecientos setenta y 
siete, de once de noviembre. 
Artículo séptimo. Las infracciones al 
presente Real Decreto serán sancionadas 
de conformidad con la Ley cuarenta y 
seis/mil novecientos sesenta y siete, de 
veintidós de julio, y disposiciones com-
plementarias. 
Disposición adicional 
En lo no previsto por el presente Real 
Decreto será de aplicación el Real De-
creto tres mil setenta y uno/mil nove-
cientos setenta y siete, de once de noviem-
bre y las disposiciones de aplicación y de-
sarrollo de éste. En cualquier caso, no se 
exigirá notificación previa de rodaje. 
Disposición transitoria 
Los noticiarios y revistas cinematográ-
ficas de actualidad estrenados antes de la 
entrada en vigor de este Real Decreto 
quedan exentos de formalizar ningún de-
pósito de copias, pero los titulares de los 
derechos de explotación sí están obliga-
dos a formular la declaración a que se 
refiere el artículo segundo, uno, en el 
plazo de dos meses. 
Disposición final primera 
Se autoriza al Ministerio de Cultura 
para dictar las normas de aplicación y 
desarrollo de este Real Decreto. 
Disposición final segunda 
El presente Real Decreto entrará en 
vigor el mismo día de su publicación en 
el «Boletín Oficial del Estado». 
Dado en Madrid a catorce de abril de 
mil novecientos setenta y ocho. 
JUAN CARLOS 
El Ministro de Cultura, 
pío CABANILLAS GALLAS 
JEFATURA DEL ESTADO 
Ley 31/1978, de 17 de julio, de rnódlficacl6n det Código Penal para tipificar el 
delito de tortura [BOE det 2().VII·1978]. 
De conformidad con la Ley aprobada 
por las Cortes, vengo en sancionar: 
Artículo único. Se introduce en el C6-
digo Penal un artículo doscientos cuatro 
bis con el t!!Xto que sigue: 
La Autoridad o funcionario público 
que, en el curso de la investigación poli-
cial o judicial, y con el fin de obtener 
una confesión o testimonio, cometiere al-
guno de los delitos previstos en los ca-
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pítulos uno y cuatro del título ocho y ca-
pítulo seis del título doce de este C6di-
go, será castigado con la pena señalada 
al delito en su grado máximo y, además, 
la de inhabilitación especial. 
Si con el mismo fin ejecutaren alguno 
de los actos penados en los artículos qui-
nientos ochenta y dos, quinientos ochen-
ta y tres, número uno, y quinientos ochen-
ta y cinco, el hecho se reputará delito y 
serán castigados con las penas de arres-
to mayor y suspensi6n. 
En las mismas penas incurrirán, res-
pectivamente, la Autoridad o funcionario 
de Instituciones Penitenciarias que come-
tiere, respecto de detenidos o presos, los 
actos a que se refieren los párrafos ante-
riores. 
La Autoridad o funcionario público que 
en el curso de un procedimiento judicial 
penal o en la investigaci6n del delito so-
metieren al interrogado a condiciones o 
procedimientos que le intimiden o vio-
lenten su voluntad, serán castigados con la 
pena de- arresto mayor e inhabilitaci6n 
especial. 
Igualmente se impondrán las penas es-
tablecidas en los párrafos precedentes a 
la Autoridad o funcionario que, faltando 
a los deberes de su cargo, permitiesen que 
otras personas ejecuten los hechos pre-
vistos en ellos. 
Dada en Madrid a diecisiete de julio 
de mil novecientos setenta y ocho. 
JUAN CARLOS 
El Presidente de las Cortes, 
ANTONIO H ERNÁNDEZ GIL 
JEFATURA DEL ESTADO 
Ley 53/1978, de 4 de diciembre, por la que se modifican los artículos 23, 37, 
53, 118, 302, 311, 333, 520 Y 522 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal y se 
deroga el articulo 316 de la misma [BOE del 8-XII·1978]. 
De conformidad con la Ley aprobada 
por las Cortes, vengo en sancionar: 
Artículo uno. Se derogan los artículos 
veintitrés, treinta y siete, cincuenta y 
tres, ciento dieciocho, trescientos dos, 
trescientos once, trescientos dieciséis, 
trescientos treinta y tres, quinientos vein-
te y quinientos veintid6s de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal con el alcance 
que se expresa en el artículo dos de la 
presente Ley. 
Artículo dos. 1. Los artículos vein-
titrés, treinta y siete, cincuenta y tres, 
ciento dieciocho, trescientos dos, trescien-
tos once, trescientos treinta y tres, qui-
nientos veinte y quinientos veintid6s de 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal que-
dan redactados así: 
«Artículo veintitrés. Si durante el su-
mario o en cualquier fase de instrucción 
de un proceso penal el Ministerio Fiscal o 
cualquiera de' las partes entendieran que 
el Juez Instructor no tiene competencia 
para actuar en la causa, podrán reclamar 
ante el Tribunal superior a quien co-
rresponda, el cual, previos los informes 
que estime necesarios, resolverá de plano 
y sin ulterior recurso. 
En todo caso, se cumplirá lo dispuesto 
en el párrafo segundo del artículo ante-
rior.» 
«Artículo treinta y siete. El Tribu-
nal requerido acusará inmediatamente re-
cibo y oyendo al Ministerio Fiscal, al 
acusador particular, si 10 hubiere, a los 
referidos en los artículos ciento diecio-
cho y quinientos veinte que se hubieren 
personado y a los que figuren como parte 
civil, por un plazo que no podrá exce-
der de veinticuatro horas a cada uno, 
dictará auto inhibiéndose o declarando 
que no ha lugar a hacerlo. 
Contra el auto en que el Tribunal se 
inhibiera no se dará otro recurso que el 
de casaci6n.» 
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«Artículo cincuenta y tres. Podrán 
únicamente recusar en los negocios cri-
minales: 
El representante del Ministerio Fiscal. 
El acusador particular o los que legal-
mente representen sus acciones y dere-
chos. 
Las personas que se encuentren en la 
situación de los artículos ciento diecio-
cho y quinientos veinte. 
Los responsables civilmente por delito 
o falta.» 
«Artículo ciento dieciocho. Toda per-
sona a quien se impute un acto punible 
podrá ejercitar el derecho de defensa, ac-
tuando en el procedimiento, cualquiera 
que éste sea, desde que se le comuni-
que su existencia, haya sido objeto de 
detención o de cualquiera otra medida 
cautelar o se haya acordado su procesa-
miento, a cuyo efecto se le instruirá de 
este derecho. 
La admisión de denuncia o querella y 
cualquier actuación procesal de la que 
resulte la imputación de un delito contra 
persona o personas determinadas, será 
puesta inmediatamente en conocimiento 
de los presuntamente inculpados. 
Para ejercitar el derecho concedido en 
el párrafo primero, las personas intere-
sadas deberán ser representadas por Pro-
curador y defendidas por Letrado, desig-
nándoseles de oficio cuando nos los hu-
biesen nombrado por sí mismos y lo so-
licitaren, y en todo caso, cuando no tuvie-
ran aptitud legal para verificarlo. 
Si no hubiesen designado Procurador o 
Letrado, se les requerirá para que lo ve-
rifiquen o se les nombrará de oficio si, 
requeridos, no los nombrasen, cuando 
la causa llegue a estado en que se nece-
site el consejo de aquéllos o haya de in-
tentar algún recurso que hiciese indis-
pensable su actuación.» 
«Artículo trescientos dos. Las partes 
personadas podrán tomar conocimiento 
de las actuaciones e intervenir en todas 
las diligencias del procedimiento. 
Sin embargo de lo dispuesto en el pá-
rrafo anterior, si el delito fuere público, 
podrá el Juez de Instrucción, a propuesta 
del Ministerio Fiscal, de cualquiera de las 
partes personadas o de oficio, declararlo, 
mediante auto, total o parcialmente se-
creto para todas las partes personadas, 
por tiempo no superior a un mes y de-
biendo alzarse necesariamente el secreto 
con diez días de antelación a la conclu-
sión del sumario.» 
«Artículo trescientos once. El Juez que 
instruya el sumario practicará lasdili-
gencias que le propusieran el Ministerio 
Fiscal o cualquiera de las partes persona-
das, si no las considera inútiles o perju-
diciales. 
Contra el auto denegatorio de las dili-
gencias pedidas podrá interponerse re-
curso de apelación, que será admitido en 
un solo efecto para ante la respectiva 
Audiencia o Tribunal competente. 
Cuando el Fiscal no estuviere en la 
misma localidad que el Juez de Instruc-
ción, en vez de apelar,recurrirá en que-
ja al Tribunal · competente, acompañando 
al efecto testimonio de las diligencias 
sumariales que conceptúe necesarias, cuyo 
testimonio deberá facilitarle el Juez de 
Instrucción y, previo informe del mismo, 
acordará el Tribunal lo que estime pro-
cedente.» 
«Artículo trescientos treinta y tres. 
Cuando al practicarse las diligencias enu-
meradas en los artículos anteriores hu-
biese alguna persona declarada como pre-
sunta autora del hecho punible, podrá 
presenciarlas, ya sola, ya asistida del de-
fensor que eligiese o le fuese nombrado 
de oficio si así 10 solicitara; uno y otro 
podrán hacer en el acto las observacio-
nes que estimen pertinentes, las cuales 
se consignarán por diligencia si no fue-
sen aceptadas. 
Al efecto se pondrá en conocimiento 
del procesado el acuerdo relativo a la 
práctica de la diligencia con la an tici pa-
ción que permita su índole y no se sus-
penderá por la falta de comparecencia 
del procesado o de su defensor. Igual de-
recho asiste a quien se halle privado de 
libertad en razón de estas ' diligencias.» 
«Artículo quinientos veinte. La deten-
ción, lo mismo que la prisión provisio-
nal, deben efectuarse de la manera y en 
la forma que perjudiquen lo menos po-
sible a la persona y a la reputación del 
inculpado. Todo detenido o preso debe 
ser informado, desde luego y en térmi-
nos claros y precisos, de modo que le 
sean comprensibles, de las causas que 
han determinado su detención y de los 
derechos que le asisten. En ningún caso 
se le podrá compeler a prestar declara-
ción si, invitádo a hacerlo, se negare. 
Su libertad no debe restringirse sino 
en los límites absolutamente indispensa-
bles para asegurar su persona e impedir 
las comunicaciones que puedan perjudi-
car la instrucción de la causa. 
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Desde el momento en que se practi-
que su detención o se acuerde su prisión, 
el afectado tiene derecho a designar Aho-
gado y a solicitar su prf,!sencia en el lu-
gar de custodia para que asista al inte-
rrogatorio, recabe, en su caso, la lectura 
del presente artículo e intervenga en to-
do reconocimiento de identidad de que 
sea objeto. 
Si el detenido o preso se niega a de-
clarar, aun en presencia de su Abogado, 
se consignará tal decisión en las actuacio-
nes. Tanto si hubiera prestado declara-
ción como si se hubiera negado a de-
clarar, podrá entrevistarse después 'per-
sonalmente con el Abogado, siempre que 
lo desee. 
La Autoridad bajo cuya custodia se en-
cuentre el detenido o preso notificará, en 
su caso, la elección de Letrado al Cole-
gio de Abogados, el cual, si no resulta 
posible la actuación del designado, pro-
veerá lo necesario para la intervención 
de un Abogado de oficio en el lugar de 
custodia. 
Asimismo,' desde el momento de su pri-
vación de libertad, la persona afectada 
tendrá derecho a que se comunique al 
familiar o a la persona que desee el he-
cho de su detención, el lugar de custodia 
y la petición de asistencia de Abogado. 
Cuando se trate de menor de edad o de 
persona incapaz, la Autoridad bajo cuya 
custodia esté tendrá la obligación ' de no-
tificar a la persona indicada las circuns-
tancias antedichas, y si ésta no fuere 
hallada se dará cuenta inmediata al Mi-
nisterio Fiscal. Sin embargo, lo estableci-
do en este párrafo no será de aplicación 
a los casos en que concurran causas que 
impliquen un riesgo grave y racional para 
la seguridad del Estado o de las perso-
nas. La aplicación de esta medida reque-
rirá autorización judicial, que será, en 
todo caso, motivada y se entenderá sin 
perjuicio de proceder en la forma dis-
puesta con carácter general en el plazo 
más breve posible. 
Si transcurridas ocho horas desde la no-
tificación realizada al Colegio de Aboga-
dos no compareciese. en el lugar donde el 
detenido se encuentra Letrado alguno, po-
drá procederse a su interrogatorio y a la 
práctica de cualesquiera otras diligencias 
urgentes sin perjuicio de lo establecido 
en el párrafo primero de este artículo. 
Lo dispuesto en este artículo se en-
tiende sin perjuicio de lo establecido en 
el capítulo III del título VI del libro 
segundo de la presente Ley.» 
«Artículo quinientos veintidós. Todo 
detenido o preso puede procurarse a sus 
expensas las comodidades u ocupaciones 
compatibles con el objeto de su deten-
ción y el régimen del establecimiento en 
que esté custodiado, siempre que no com-
prometan su seguridad o la reserva del 
sumario.» 
2. El artículo trescientos dieciséis 
de la Ley de Enjuiciamiento Criminal que-
da suprimido. 
Artículo tres. Se modifica la denomi-
nación del capítulo IV, título VI del li-
bro segundo de la Ley de Enjuiciamien-
to Criminal en los siguientes términos: 
«Del ejercicio del derecho de defensa, de 
la asistencia de Abogado y del tratamien-
to de los detenidos y presos.» 
Dada en Madrid a cuatro de diciem-
bre de mil novecientos setenta y ocho. 
JUAN CARLOS 
El Presidente de las Cortes, 
ANTONIO H ERNÁNDEZ GIL 
JEFATURA DEL ESTADO 
Ley 54/1978, de 4 de dICieMbre, de Partidos Políticos [BOE del a-XII-1978]. 
De conformidad con la Ley aprobada 
por las Cortes, vengo en sancionar: 
Artículo primero. Los españoles po-
drán crear libremente partidos políticos 
en el ejercicio de su derecho fundamental 
de asociación. 
Artículo segundo. 1. Los partidos po-
líticos adquirirán personaliclad jurídica el 
vigésimo primer día siguiente a aquel en 
que los dirigentes o promotores deposi-
ten, en el Registro que a estos efectos 
elÚstirá en el Ministerio del Interior, acta 
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notarial suscrita por los mismos, con ex-
presa constancia de sus datos persona-
les de identificación y en la que se in-
serten o incorporen los Estatutos por los 
que habrá de regirse el partido. 
2. Dentro de los veinte días siguien-
tes al dep6sito aludido en el apartado pre-
cedente, el Ministerio del Interior pro-
cederá a inscribir el partido en el Regis-
tro sin perjuicio de lo que se dispone 
en 'el artículo siguiente. Si la inscripción 
se produjese antes de dicho término, el 
partido adquirirá personalidad jurídica a 
partir de la fecha de la misma. 
Articulo tercero. 1. Si del examen 
de la documentación presentada se de-
dujesen indicios racionales de ilicitud 
penal del partido, el Ministerio del In-
terior 10 pondrá en conocimiento del Mi-
nisterio Fiscal en el plazo de quince días, 
remitiéndole los documentos oportunos. 
2. El Ministerio Fiscal, en el plazo de 
veinte días, a la vista de la documenta-
ci6n remitida, acordará su devolución al 
Registro si estimare que no existen indi-
cios de ilicitud penal. En caso contrario, 
instará de la autoridad judicial competen-
te la declaración de ilegalidad del partido. 
3. El ejercicio de la acción por el Mi-
nisterio Fiscal suspenderá el transcurso 
del plazo previsto en el apartado prime-
ro del articulo anterior, así como la obli-
gaci6n del Ministerio del Interior de pre-
ceder a la inscripción del partido, en tan-
to no recaiga resoluci6n judicial. 
Artículo cuarto. 1. La organizaci6n y 
funcionamiento de los partidos políticos 
deberá ajustarse a principios democráti-
cos. 
2. El órgano supremo estará constitui-
do por la Asamblea general del conjunto 
de sus miembros, que podrán actuar di-
rectamente o per medio de compromisa-
rios. 
Todos los miembros del partido ten-
drán derecho a ser electores y elegibles 
para los cargos del mismo y acceso a la 
información sobre sus actividades y situa-
ci6n económica. Los órganos directores 
se proveerán en todo caso mediante su-
fragio libre y secreto. Los Estatutos de 
los partidos regularán los anteriores ex-
tremos. 
Articulo quinto. 1. La suspensi6n y 
disolución de los partidos políticos s610 
podrá acordarse por decisión de la auto-
ridad judicial competente. 
2. La disoluci6n de los partidos sólo 
podrá declararse en los siguientes ca-
sos: 
a) Cuando incurran en supuestos tipi-
ficados como de asociaci6n ilícita en el Có-
digo Penal. 
b) Cuando su organizaclOn o activida-
des sean contrarias a los principios de-
mocráticos. 
3. En los procesos a que se refiere 
el apartado anterior el órgano judicial 
competente, de oficio o a instancia de 
parte, podrá acordar la suspensi6n pro-
visional del partido hasta que se dicte 
sentencia. 
Articulo sexto. La Administración del 
Estado financiará las actividades de los 
partidos con arreglo a las siguientes nor-
mas: 
a) Cada partido percibirá anualmente 
una cantidad fija por cada escaño obte-
nido en cada una de las dos Cámaras y, 
asimismo, una cantidad fija por cada uno 
de los votos obtenidos por cada candida-
tura a cada una de las dos Cámaras. 
b) En los Presupuestos Generales del 
Estado se consignará la cantidad global 
destinada a estos fines, así como los cri-
terios para distribuirla con sujeci6n a lo 
dispuesto en el apartado anterior. 
c) Reglamentariamente se determinará 
el régimen de distribución de las cantida-
des mencionadas en el apartado a) cuan-
do los partidos hubieran concurrido a 
las elecciones formando parte de federa-
ciones o coaliciones. 
Disposición transitoria 
Los partidos y asociaciones políticas que 
hayan sido inscritos con anterioridad a 
la entrada en vigor de la presente Ley 
conservarán su personalidad jurídica y la 
plenitud de su capacidad y derechos ad-
quiridos, sin necesidad de ninguna adap-
tación de sus Estatutos. 
Disposiciones finales 
Primera. La presente Ley entrará en 
vigor el día siguiente al de su publica-
ci6n en el «Boletín Oficial del Estado». 
Segunda. Quedan derogados los si-
guientes preceptos de la Ley veintiuno/ 
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mil novecientos setenta y seis de catorce 
de junio: apartados uno y tres dd articu-
lo primero; apartados dos, tres y cuatro 
dd artículo segundo; apartados uno, dos, 
letra b), segunda frase, y apartado tres del 
articulo tercero; apartados dos, párrafo 
segundo, tres, cuatro, cinco y seis dd 
artículo cuarto; apartados dos, tres, cua-
tro y cinco dd artículo sexto; apartados 
uno y dos dd artículo séptimo, y dar-
tículo octavo. 
Igualmente queda derogado d Real 
Decreto-ley doce/mil novecientos setenta 
y siete, de ocho de febrero. 
Dada en Madrid a cuatro de diciembre 
de mil novecientos setenta y ocho. 
JUAN CARLOS 
El Presidente de las Cortes, 
ANTONIO H ERNÁNDEZ GIL 
JEFATURA DEL ESTADO 
Ley 55/1978, de 4 de diciembre, de la Policía [BOE det S-XII·1978]. 
De conformidad con la Ley aprobada 
por las Cortes, vengo en sancionar: 
CAPITULO PRIMERO 
DE LOS CUERPOS DE SEGURIDAD DEL ESTADO 
Artículo primero. 1. Los Cuerpos de 
Seguridad dd Estado están integrados por: 
Uno. La Policía, integrada por: 
a) El Cuerpo Superior de Policía. 
b) El Cuerpo de la Policía Nacional. 
Dos. La Guardia Civil. 
2. La organización y funciones de los 
Cuerpos de Seguridad dependientes dt" 
las provinci.lls y municipios se regirán por 
sus disposiciones especiales. Estas dispo-
siciones establecerán las competencias de 
los Cuerpos mencionados y su coordina-
ción y obligada colaboración con los de 
Seguridad dd Estado bajo d principio de 
la primacía y superior dirección de éstos. 
Artículo segundp. 1. Los Cuerpos de 
Seguridad dd Estado tendrán como mi-
sión defender el ordenamiento constitu-
cional, proteger d libre ejercicio de los 
derechos y libertades y garantizar la se-
guridad ciudadana. 
2. En cumplimiento de las misio-
nes generales a que se refiere el aparta-
do anterior, los Cuerpos de Seguridad 
del Estado · tendrán las siguientes fun-
ciones: 
a) Mantener y restablecer el orden pú-
blico y la seguridad de los ciudadanos, ga-
rantizando el ejercicio de sus derechos 
y libertades. 
b) Evitar la comisión de hechos de-
lictivos, y, de haberse cometido, investi-
garlos, descubrir y detener a los presun-
tos culpables y asegurar los efectos, ins-
trumentos y pruebas del delito, poniéndo-
los a disposición de la autoridad judicial 
competente. 
c) Prestar auxilio en caso de calami-
dades públicas y desgracias particulares, 
colaborar con las Instituciones y Organis-
mos de asistencia pública y coadyuvar, a 
petición qe las partes, al arreglo pacífico 
de disputas entre los sujetos privados. 
[ ... ] 
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JEFATURA DEL ESTADO 
Ley 62/1978, de 26 de diciembre, de Protecci6n Jurlsdlcclonaf de los Derechos 
Fundamentales de la Persona [BOE de 3.1·1979]. 
De conformidad con la Ley aprobada 
por las Cortes, vengo en sancionar: 
Artículo primero. 1. El ejercicio de 
los derechos fundamentales de la persona, 
comprendidos en el ámbito de aplicación 
de esta Ley, gozará de las garantías ju-
risdiccionales que en la misma se esta-
blecen. 
2. Quedan comprendidas en el ámbito 
de aplicación de esta Ley, sin perjuicio 
de lo establecido en su disposición final, 
las libertades de expresión, reunión y aso-
ciación, la libertad y secreto de la c~ 
rrespondencia, la libertad religiosa y la 
de residencia, la garantía de la inviolabi-
lidad del domicilio, la protección jurídica 
frente a las detenciones ilegales y, en 
general, frente a las sanciones impuestas 
en materia de orden público. 
SECCION PRIMERA 
GARANTIA JuRISDICCIONAL PENAL 
Artículo segundo. 1. Los delitos y 
faltas contra los derechos fundamenta-
les de la persona, comprendidos en el 
áinbito de aplicación de esta Ley, serán 
enjuiciados por los Juzgados y Tribuna-
les de la jurisdicción ordinaria, según su 
propia competenCia. 
. 2. Para el enjuiciamiento de estos de-
litos y faltas se observarán las normas de 
procedimiento correspondientes de la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal. 
3. Cuando el conocimiento y fallo co-
rresponda a la Audiencia Provincial, el 
trámite utilizado será el que dispone . el 
capítulo III del título III del libro IV 
de dicha Ley de Enjuiciamiento Crimi-
nal con las siguientes modificaciones: 
Primera. Los artículos de previopr~ 
riunciamiento se propondrán en el escrito 
de calificación provisional y serán re-
sueltos en la sentencia definitiva. 
Segunda. El plazo para instrucción y 
calificación que concede el artículo sete-
cientos noventa y siete de la Ley de En-
juiciamiento Criminal se entenderá común, 
y de cinco días, para todas las partes 
acusadoras, y también común, y de la 
misma duración, para las partes acusa-
das. 
Artículo tercero. 1. Para el enjuicia-
miento de los delitos cometidos a través 
de la imprenta, el grabado u otros me-
dios mecánicos de publicación, sonoros o 
fotográficos, difundidos por escrito, ra-
dio, televisión, cinematógrafo u otros si-
milares, se seguirán los trámites señalados 
en el título V del libro IV de la Ley de 
Enjuiciamiento Criminal, con las modifi-
caciones señaladas en el párrafo tres del 
artículo anterior. 
2. Los Jueces, al iniciar el procedi-
miento, podrán acordar, según los casos, 
el secuestro de la publicación o la pr~ 
hibición de difundir o proyectar el me-
dio a través del cual se . produjo la acti-
vidad delictiva. Contra dicha resolución 
podrá interponerse directamente recurso 
de apelación, que deberá ser resuelto en 
el plazo de cinco días. 
Artículo cuarto. 1. Cuando los deli-
tos a que se refiere el artículo anterior 
sean los de calumnia o injuria, previstos 
y penados en los capítulos primero y 
segundo del título X del libro II del Có-
digo Penal, en los supuestos a que se 
refiere el artículo cuatrocientos sesenta 
y tres del mismo texto, bastará denuncia 
de la persona agraviada o, en su caso, 
de su representante legal, sin necesidad 
de acto de conciliación. 
2. El perdón del ofendido o, en su 
caso, del representante legal extingue la 
acción legal o la pena impuesta o en 
ejecución. 
3. Lo establecido en el párrafo ante-
rior se aplicará también a las injurias li-
vianas a que se refiere el número uno 
del artículo quinientos ochenta y seis 
del Código Penal. 
4. Las ofensas dirigidas a la Autori-
dad pública, Corporaciones o clases deter-
minadas del Estado y lo dispuesto en 
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el capítulo VIII del título 11 dd libro 11 
del C6digo Penal no sufrirán alteración 
en su actual sistema de persecución como 
delitos públicos. 
5. La indemnización por perjuicios ~a­
teriales y morales será fijada en la sen-
tencia expresamente. Los Tribunales ten-
drán en cuenta el agravio producido y el 
medio a través del cual se cometiera el 
delito o falta, así como la difusión del 
mismo. 
Artículo quinto. l. La tramitación de 
las causas a que se refieren los artículos 
anteriores tendrá carácter urgente y pre-
ferente, y su duración, desde la ini~ación 
del procedimiento hasta la sentenCIa, no 
podrá exceder de sesenta días en las del 
artículo segundo ni de cuarenta y cinco 
en las del artículo tercero. 
SECCION SEGUNDA 
GARANTIA CONTENCIOSO-ADMINISTRATIVA 
Artículo sexto. l. Contra los actos 
de la Administración pública, sujetos a 
Derecho administrativo, que afecten al 
ejercicio de los derechos fundamentales 
de la persona, mencionados en el ~~ículo 
primero, dos, de esta J..ey, ~~ m~er­
ponerse recurso contenCIoso-adminlstratlVo 
de conformidad con las reglas de proce-
dimiento establecidas en la presente sec-
ción y, a falta de previsión especial, de 
acuerdo con las reglas generales de la 
Ley de la Jurisdicción Contencioso-Admi-
nistrativa, cuya aplicación será . supleto-
ria. 
Artículo séptimo. l. Para la, interpo-
sición de estos recursos no sera necesa-
ria la reposición ni la utilización de cual-
quier otro recurso previo administrativo. 
2. En el mismo escrito de interposi-
ción del recurso contencioso-administrati-
vo, o en cualquier momento posterior, po-
drá solicitarse la suspensión de la efecti-
vidad del acto administrativo impugnado. 
3. De esta solicitud, y en pieza se-
parada, se dará traslado al Ministerio Fis-
cal y al Abogado del Estado, y se reque-
rirá al órgano del que dimane el acto im-
pugnado para que en el plazo de cinco 
días puedan informar acerca de la solici-
tud de suspensión. 
4. Deducidos los dictámenes e infor-
mes a que se refiere el párrafo anterior 
o transcurrido el plazo concedido al efec-
to la Sala acordará la suspensión del 
cumplimiento del acto impugnado, salvo 
. que se justifique la existencia o posibili-
dad de perjuicio grave para el interés ge-
neral, suspensión que podrá concederse 
con o sin afianzamiento de los perjuicios 
de cualquiera otra naturaleza que pudie-
ran derivarse. 
5. La interposición del recurso con-
tencioso-administrativo suspenderá, en to-
do caso, la resolución administrativa cuan-
do se trate de sanciones pecuniarias re-
guladas por la Ley de Orden Público, sin 
necesidad de afianzamiento o depósito al-
guno ni de los ·dictámenes a que se refie-
re el apartado anterior. 
6. En el caso de prohibición o de 
propuesta de modificación de reuniones 
previstas en la . Ley Reguladora del De-
recho de Reunión que no fueren acepta-
das por los promotores, éstos podrán in-
terponer recurso contencioso-administrati-
vo ante la Audiencia competente, ponien-
do, al mismo tiempo, en conocimiento de 
la autoridad . tal interposición oara que 
ésta remita inmediatamente el expediente 
a la Audiencia. Dentro del plazo im-
prorrogable de cinco días, el Tribunal, po-
niendo de manifiesto el expediente, con-
vocará al Abogado del Estado, al Minis-
terio . Fiscal y a los promotores o a la per-
sona que éstos designen como su repre-
sentante, a una audiencia en la que, de 
manera contradictoria, oirá a todos los per-
sonados y resolverá sin ulterior recurso 
sobre el mantenimiento o revocación de 
la prohibición () de las modificaciones 
propuestas. 
Artículo octavo. l. El recurso con-
tencioso-administrativo se interpondrá den-
tro de los diez días siguientes a la noti-
ficación del acto impugnado, si fuere ex-
preso. En caso de silencio administrativo, 
el plazo anterior se computará una vez 
transcurridos veinte días desde la solici-
tud del interesado ante la Administración, 
sin necesidad de denunciar la mora. 
2. En el mismo día de la presentaci6n 
o en el siguiente, la Sala requerirá por 
vía telegráfica y con carácter urgente al 
órgano administrativo correspondiente 
para que en el plazo de cinco días, a 
contar desde la recepción del requerimien-
to, remita el expediente y pueda alegar 
lo que estime procedente como fundamen-
to del acto impugnado, con apercibimien-
to de cuanto establece el apartado cuatro 
del artículo diez de esta Ley. 
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La reso1uci6n administrativa que orde-
ne la remisi6n del expediente se notifi-
cará de inmediato a todos los interesadas 
en el mismo, emplazándoles para que pue-
dan comparecer ante la Sala en el plazo 
de cinco días. 
3. La falta de envío del expediente 
administrativo dentro del plazo previsto 
en el párrafo anterior no suspenderá el 
curso de los autos. Tampoco lo suspen-
derá la falta de alegaciones por parte de 
la Administraci6n. 
4. Recibido el expediente o transcu-
rrido el plazo para su remisi6n y, en 
su caso, el del emplazamiento a los de-
más interesados, la Sala, dentro del si-
guiente día, pondrá de manifiesto el ex-
pediente y demás actuaciones al recu-
rrente para que en el plazo improrrogable 
de ocho días pueda formalizar la deman-
da y aportar la documentaci6n que esti-
me conveniente. Acto seguido se dará 
traslado al Ministerio Fiscal, al Abogado 
del Estado y a quienes se hubieren per-
sonado, para que en el plazo común e im-
prorrogable de ocho días efectúen, en su 
caso, las alegaciones que estimen perti-
nentes. A los escritos de contestaci6n a la 
demanda podrá acompañarse la documen-
taci6n que se considere oportuna. 
5. Cuando el expediente administrati-
vo se recibiese en el Tribunal una vez 
transcurrido el plazo establecido en el 
apartado dos de este artículo, se pondrá 
de manifiesto a las partes por término de 
veinticuatro horas y sin alteraci6n del 
curso del procedimiento. 
6. Transcurrido el plazo señalado en 
el apartado cuatro anterior, con o sin 
alegaciones, la Sala decidirá en el siguien-
te día sobre el recibimiento a prueba en 
su caso. El período probatorio no será su-
perior a veinte días, comunes para la pro-
posici6n y práctica, a prudente arbitrio 
de la Sala, sin que en ningún supuesto 
sea procedente el término extraordinario. 
7. Conclusas las actuaciones, la Sala, 
sin más trámites, pero con citaci6n de las 
partes, dictará sentencia en el plazo de 
tres días. 
Artículo noveno. 1. Contra la sen-
tencia podrá interponerse, en su caso, re-
curso de apelaci6n, en un solo efecto, 
ante el Tribunal Supremo. 
2. La apelaci6n se preparará mediante 
escrito razonado ante la Sala sentenciado-
ra, dentro del plazo de cinco días común 
a todas las partes personadas. 
3. Admitido el recurso, en su caso, se 
remitirán las actuaciones a la Sala del 
Tribunal Supremo que corresponda, con 
emplazamieI!to a las partes por cinco 
días para que puedan personarse si lo con-
sideran oportuno. 
4. Si dentro del término del empla-
zamiento no compareciere el apelante, se 
declarará desierto el recurso, imponiéndo-
le las costas. 
5. Comparecido el apelante y transcu-
rrido el término de los emplazamientos, 
la Sala dictará sentencia en el plazo de 
cinco días. 
Artículo diez. 1. La tramitaci6n de 
estos recursos tendrá carácter urgente a 
todos los efectos orgánicos y procesales. 
2. La puesta de manifiesto de las ac-
tuaciones se sustituirá, cuando sea posible, 
por la entrega de fotocopia de las mis-
mas, debidamente cotejada. 
3. Las costas se impondrán al recu-
rrente o a la Administraci6n pública si 
fueren rechazadas o aceptadas, respecti-
vamente, todas sus pretensiones. En otro 
caso se seguirán las reglas comunes. 
4. Si la Administraci6n que · hubiese 
dictado el acto impugnado no remitiera el 
expediente dentro del plazo señalado en 
el apartado dos del artículo octavo, se 
deducirá sin más trámites ni recordatorio 
alguno el oportuno testimonio de parti-
culares para exigir la responsabilidad per-
sonal y directa por desobediencia en que 
hubiera podido incurrir el Jefe de la de-
pendencia en la que obrare el expedien-
te y cualquier otra persona responsable de 
la demora, imponiéndole en todo caso a 
aquél multa de cinco mil pesetas. 
SECCION TERCERA 
GARANTIA JURISDICCIONAL CIVIL 
Artículo once. 1. Las reclamaciones 
por vulneraci6n o desconocimiento de los 
derechos fundamentales de la persona, 
comprendidos en el ámbito de esta Ley, 
o para impugnar pretensiones relativas a 
los mismos, no comprendidas en los ar-
tículos segundo y sexto de la misma, se 
formularán ante los Juzgados de Primera 
Instancia correspondientes a la localidad 
donde se haya producido el hecho o don-
de radique el registro u oficina en que 
deban manifestarse. 
2. Las disposiciones de esta secci6n 
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serán aplicables en todo caso cuando las 
Leyes reguladoras de los derechos funda-
mentales de la persona a que se refiere 
esta Ley establezcan alguna reclamación 
de orden civil. 
Artículo doce. 1. Están legitimados 
para actuar como demandantes el Minis-
terio Fiscal y las personas naturales o 
jurídicas titulares de un derecho subjeti-
vo que les faculte para obtener la decla-
ración judicial pretendida. 
2. Podrá intervenir en el proceso, co-
mo parte coadyuvante del demandante o 
del demandado, cualquier persona natu-
ral o jurídica que tuviere interés directo 
en el asunto. 
3. El Ministerio Fiscal siempre será 
parte de estos procedimientos. 
Artículo trece. 1. El procedimiento 
será el establecido para los incidentes en 
la Ley de Enjuiciamiento Civil, con las 
siguientes especialidades: 
Primera. El plazo de contestación a la 
demanda será común para todos los de-
mandados e intervinientes. 
Segunda. No cabrá el plazo extraordi-
nario de prueba. 
Tercera. La vista, en caso de solicitar-
se, habrá de celebrarse antes de los siete 
días siguientes al de formulación de la 
petición. 
Artículo catorce. 1. La sentencia que 
recaiga será apelable en ambos efectos. 
2. Podrán interponer el recurso quie-
nes conforme al artículo doce se hallen 
legitimados para actuar como demandan-
tes o demandados. 
3. Los coadyuvantes no podrán recu-
rrir con independencia de las partes prin-
cipales. 
Artículo quince. 1. Las apelaciones 
se sustanciarán por los trámites estable-
cidos en la sección tercera del título VI 
del libro II de la Ley de Enjuiciamien-
to Civil, con las siguientes modificacio-
nes: 
Primera. El plazo de pruebas, en su 
caso, será de diez días. 
Segunda. La vista tendrá lugar dentro 
de los siete días siguientes a la conclu-
sión del plazo concedido al ponente para 
instrucción. 
Tercera. Entre la citación y la vista 
se pondrán los autos de manifiesto a 
las partes en la Secr~taría, para que pue-
dan instruirse de ellos. 
2. Contra la sentencia dictada en ape-
lación podrá interponerse recurso de ca-
sación o, en su caso, de revisión. 
. Disposición final 
Dentro de los dos meses desde la en-
trada en vigor de la Constitución, y en-
tre tanto se regula definitivamente el 
procedimiento jurisdiccional de amparo o 
tutela de los derechos reconocidos en la 
misma, el Gobierno, por Decreto legis-
lativo, previa audiencia del Consejo de 
Estado, podrá incorporar al ámbito de 
protección de esta Ley los nuevos dere-
chos constitucionalmente declarados que 
sean susceptibles de ella. 
Disposición derogatoria 
Se derogan los incisos B), C), D) y E) 
del apartado dos del artículo sesenta y 
cuatro de la vigente Ley de Prensa; el 
Real Decreto-ley veinticuatro/mil nove-
cientos setenta y siete, de uno de abril, 
y el Real Decreto mil cuarenta y ocho/ 
mil novecientos setenta y siete, de trece 
de mayo, y cualesquiera otras disposicio-
nes que se opongan a lo prevenido en 
esta Ley. 
Disposición transitoria 
1. Las causas que se encuentren 
en trámite, por acciones u omisiones com-
prendidas en el ámbito de aplicación de 
la presente Ley, se acomodarán a las pres-
cripciones de ésta, cualquiera que fuera 
su estado, incluso en el supuesto de que 
hubiere recaído sentencia siempre que 
ésta no fuera firme. 
2. Los Juzgados, Tribunales y autori-
dades de cualesquiera orden y jurisdic-
ción distintas de las que componen la 
jurisdicción ordinaria, que estuvieren co-
nociendo de actuaciones comprendidas en 
el ámbito de aplicación de la presente 
Ley, se inhibirán inmediatamente a favor 
de aquéllas. El Fiscal del Tribunal Su-
premo acordará lo conducente al cum-
plimiento de estas normas. 
Dada en Madrid a veintiséis de di-
ciembre de mil novecientos setenta y 
ocho. 
JUAN CARLOS 
El Presidente de las Cortes, 
ANTONIO H ERNÁNDEZ GIL 
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MINrsTERIO DE JUSTIC1A 
Real Decreto 342/1979, de 20 de febrero, legisiativo sobre ampIiacl6n del 
ámbito de la Ley 62/1978, de 28 de diciembre [BOE del 27·11·1979]. 
La disposición final de la Ley sesenta y 
dos/mil novecientos setenta y ocho, de 
veintiséis de diciembre, de Protección Ju-
risdiccional de los Derechos Fundamenta-
les de la Persona, concede al Gobierno la 
facultad de incorporar al ámbito de pro-
tección de la misma, mediante Decreto le-
gislativo, los nuevos derechos constitu-
cionalmente declarados que sean suscepti-
bles de dicha protección. La Constitución 
ya en vigor proclama en la sección prime-
ra del capítulo segundo del título prime-
ro una serie de derechos y libertades in-
dividuales, no comprendidos, algunos de 
ellos, en el ámbito de aplicación de la ci-
tada Ley sesenta y dos/mil novecientos se-
tenta y ocho, y susceptibles en algún caso 
de la protección establecida en dicha nor-
ma legal. Por ello, y en tanto se lleve 
a cabo la elaboración de la definitiva re-
gulación legal del procedimiento jurisdic-
cional de amparo o tutela de los dere-
chos reconocidos por la Constitución, es 
procedente hacer extensiva la protección 
provisional de la Ley de veintiséis de di-
ciembre de mil novecientos setenta y ocho 
a nuevos derechos constitucionales suscep-
tibles de la misma, antes de que transcu-
rra el plazo límite · de dos meses estable-
cido por la referida disposición final. 
En su virtud, de conformidad con el 
dictamen del Consejo de Estado, a pro-
puesta del Consejo de Ministros en su 
reunión del día veinte de febrero de mil 
novecientos setenta y nueve, en uso de la 
autorización concedida: por la disposición 
final de la Ley sesenta y dos/mil nove-
cientos setenta y ocho, de veintiséis de 
diciembre, y de conformidad con la mis-
ma, 
DISPONGO: 
Artículo único. Quedan incorporados 
al ámbito de protección de la Ley sesen-
ta y dos/mil novecientos setenta y ocho, 
de veintiséis de diciembre, los derechos 
al honor, a la intimidad personal y fa-
miliar y a la propia imagen; el secreto de 
las comunicaciones telefónicas y telegrá-
ficas, la libre circulación por el territorio 
nacional, la libre entrada y salida de Es-
paña en los términos legales, la JiJ:,ertad 
de cátedra y la libertad siridical. 
Dado en Madrid a veinte de febrero de 
mil novecientos setenta y nueve. 
JUAN CARLOS 
El Ministro de Justicia, 
LANDELINO LAVILLA ALSINA 
JEFATURA DEL ESTADO 
Real Decreto-Iey 3/1979, de 26 de enero, sobre protección · de la seguridad 
ciudadana [BOE del 1·11·1979]. 
La lucha mantenida por la sociedad y 
los poderes públicos en su afán de con-
servación del Estado de Derecho y de 
los bienes jurídicos esenciales, exige en 
el momento presente una adecuada res-
puesta al fenómeno del terrorismo y a 
otras formas de delincuencia que, por 
su frecuencia, alteran la seguridad ciuda-
dana y el clima de paz y convivencia a 
que la sociedad y los individuos tienen 
derecho. 
Las presentes normas llevan a cabo la 
tipificación penal de ciertas conductas de 
apología o preparación de actos terroris-
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tas, refundiendo y actualizando otras an-
teriores. 
Junto a ello, se prevé una agilización 
procesal en el enjuiciamiento de este tipo 
de delitos, mediante la generalización del 
procedimiento de urgencia ya previsto en 
la Ley de Enjuiciamiento Criminal, así 
como evitando al máximo las posibles di-
laciones en el proceso. 
Se articulan medidas cautelares para 
el eficaz control y aseguramiento de los 
delincuentes habituales, así como para la 
prevención de determinados tipos de de-
lito. Todas las disposiciones cuentan con 
prec<;dentes, y lo único que se hace es 
precisar el alcance de las ya vigentes o 
remover algunos obstáculos que se han 
hecho patentes en los últimos tiempos, 
como en el caso de las relativas a la se-
guridad de determinados . establecimien-
tos comerciales. 
Con todo ello se evita la posible inde-
fensión de la sociedad frente a la delin-
cuencia hasta la adopción, en desarrollo 
de la Constitución, de los nuevos textos 
del Código Penal y de la Ley de Enjui-
ciamiento Criminal. 
En su virtud, previo acuerdo del Con-
sejo de Ministros en su reunión del día 
veintiséis de enero de mil novecientos se-
tenta y nueve, en uso de la facultad pre-
vista en el artículo ochenta y seis de la 
Constitución, 
DISPONGO: 
Artículo primero. La apologí¡¡. pública, 
oral o escrita o por medio de la impren-
ta u otro procedimiento de difusión, de 
las conductas y actividades de las perso-
nas a que se refiere el número primero 
del artículo tercero del presente Real De-
creto-ley será castigada con la pena de 
prisión menor. 
Artículo segzmdo. El que recabe o fa-
cilite de cualquier modo informaciones o 
realice cualesquiera otros actos de cola-
boración que favorezcan la comisión de los 
delitos previstos en el número uno del 
artículo tercero de este Real Decreto-ley 
será castigado con la pena de prisión me-
nor, salvo cuando correspondiere la im-
posición de pena más grave por aplica-
ción de cualquier otra norma penal. 
Artículo tercero. Las normas de pro-
cedimiento establecidas en el título In 
del libro IV de la Ley de Enjuiciamiento 
Criminal serán de aplicación, en todo ca-
so, al enjuiciamiento de los siguientes 
delitos: 
1. Todos los cometidos por persona 
o personas integradas en grupos o bandas 
organizados y armados y sus conexos. 
2. Los previstos en los artículos pri-
mero y segundo del presente Real De-
creto-ley. 
3. Los comprendidos en el artículo 
quinientos del Código Penal. 
4. Los comprendidos en el artículo qui-
nientosdieciséis bis del Código Penal. 
5. Los comprendidos en los dos últi-
mos párrafos del artículo cuatrocientos 
noventa y seis y en el cuatrocientos no-
venta y seis bis del Código Penal. 
6. Los previstos en el artículo cuatro-
cientos ochenta y uno bis del Código 
Penal. 
En todos estos casos, el plazo para ins-
trucción y calificación será común para 
todas las partes acusadoras, así como el 
de calificación para las partes acusadas. 
Artículo cuarto. Sin perjuicio de lo 
dispuesto en el Real Decreto-ley uno/ 
mil novecientos setenta y siete, de cuatro 
de enero, corresponderá a los Juzgados 
Centrales y a la Audiencia Nacional la com-
petencia para el conocimiento, instrucción 
y fallo, en sus respectivos casos, de la.~ 
causas seguidas por los delitos previstos 
en los números uno, dos y seis del artícu-
lo anterior. 
Artículo quinto. Los Jueces de Instruc-
ción o Centrales a cuya disposición fue-
re puesta una persona detenida como pre-
sunto autor, cómplice o encubridor de 
cualquier delito, recabarán inmediatamen-
te por vía telegráfica del Registro Cen-
tral de Penados y Rebeldes información 
de antecedentes penales de la misma y de 
si se halla declarada rebelde por algún 
Juzgado o Tribunal. 
El Juez de Instrucción o Central, aten-
didas las circunstancias del caso y los an-
tecedentes del inculpado, podrá decretar 
la prisión provisional incondicional, aun-
que el delito tenga señalada pena infe-
rior a la de presidio o prisión mayores. 
Artículo sexto. Contra los autos y pro-
videncias que dicten los Jueces de Instruc-
ción o Centrales en las causas seguidas 
por los delitos comprendidos en el pre-
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sente Real Decreto-ley no procederá re-
curso alguno, salvo el de apelación di-
rectamente y en un solo efecto, en los 
casos específicamente previstos en la Ley 
de Enjuiciamiento Criminal y contra las 
resoluciones que acordaran la libertad 
condicional, que deberá ser interpuesto 
en el plazo de veinticuatro horas. 
No se llevará a cabo la excarcelación de 
los presos o detenidos cuya libertad se 
hubiese acordado, en tanto la resolución 
no sea firme, cuando el recurrente fuese 
el Ministerio Fiscal y se trate de los de-
litos previstos en el número uno del ar-
tículo tercero. 
Artículo séptimo. Serán especialmente 
indemnizables por el Estado los daños y 
perjuicios que se causaren a las personas 
con ocasión de las actividades delictivas 
a que se refiere el número uno del artícu-
lo tercero de este Real Decreto-ley. 
El Gobierno determinará el alcance y 
condiciones de dicha indemnización. 
Artículo octavo. Todas las personas na-
turales o jurídicas que vendan o arrien-
den viviendas o locales de cualquier cla-
se estarán obligadas a facilitar a los ser-
vicios de seguridad ciudadana los datos 
de identificación de los contratantes y del 
local, en los casos y en la forma que de-
termine el Ministerio del Interior. 
El incumplimiento de dicha obligación 
será considerado como acto que altera 
la seguridad pública y, en consecuencia, 
podrá ser sancionado en la forma y cuan-
tía que la legislación de orden público es-
tablezca. 
Artículo noveno. Se considerarán actos 
que alteran la seguridad pública el in-
cumplimiento de las normas de seguri-
dad impuestas reglamentariamente a las 
Empresas para prevenir la comisión de 
actos delictivos. Tales actos podrán ser 
sancionados en la forma y cuantía que la 
legislación de orden público establezca o 
con el cierre del establecimiento. 
Artículo décimo. Las Fuerzas de Se-
guridad que tienen atribuida la vigilan-
cia exterior de los establecimientos peni-
tenciarios podrán acceder al interior e in-
tervenir con los medios adecuados hasta 
el restablecimiento de la normalidad, cuan-
do se produzcan desórdenes graves; sin 
perjuicio de las tareas de vigilancia, cus-
todia interior y mantenimiento del orden 
de establecimientos penitenciarios o depar-
tamentos especiales de los mismos que, 
por razones de seguridad pública, ~ean 
atribuidas a las Fuerzas de Segundad 
del Estado. 
Artículo undécimo. Los Bancos, Cajas 
de Ahorro y demás Entidades de Crédito 
sólo vendrán obligados a pagar en efec-
tivo los talones o cheques a su cargo hasta 
el límite de quinientas mil pesetas. 
Las cantidades que excedan de dicho 
límite podrán ser pagadas mediante ta-
lón, cheques bancario, abono en cuenta 
corriente u otra modalidad que no su-
ponga movilización inmediata de efecti-
vo, a elección del tenedor. 
10 dispuesto en el presente artículo no 
será de aplicación al Banco de España. 
Los pagos efectuados por cualquiera 
de las modalidades previstas en este ar-
tículo pondrán directamente a cargo de 
la Entidad de Crédito librada la obliga-
ción dineraria de que se trate, sin per-
juicio, en ningún caso, de lo dispuesto en 
el artículo mil ciento setenta del Código 
Civil. 
Disposición transitoria 
Las causas que se hallaren en trámite a 
la entrada en vigor del presente Real De-
creto-ley se ajustarán a las normas de 
tramitación que les sean aplicables con-
forme al mismo desde el comienzo de 
dicha vigencia. 
Disposición derogatoria 
Queda derogado eti su integridad el De-
creto-ley diez/mil novecientos setenta y 
cinco, de veintiséis de agosto. 
Disposición final 
Este Real Decreto-ley entrará en vigor 
el mismo día de la publicación de su 
texto en el «Boletín Oficial del Estado». 
Dado en Madrid a veintiséis de enero 
de mil novecientos setenta y nueve. 
JUAN CARLOS 
El Presidente del Gobierno, 
ADOLFO SUÁREZ GONZÁLEZ 
LEGISLACION ESPAÑOLA 703 
JEFATURA DEL ESTADO 
Ley 30/1979, de 27 de octubre, sobre extracción y trasplante de órganos 
[BOE del 6-XI-1979]. 
DON JUAN CARLOS 1, REY DE ESPAÑA 
A todos los que la presente, vieren y 
entendieren, 
Sabed: Que las Cortes Generales han 
aprobado y Yo vengo en sancionar la si-
guiente Ley: 
Artículo primero. La ceSlOn, extrac-
ción, conservación, intercambio y trasplan-
te de órganos humanos, para ser utiliza-
dos con fines terapéuticos, sólo podrán 
realizarse con arreglo a lo establecido por 
la presente Ley y por las disposiciones 
que se dicten para su desarrollo. 
Artículo segundo. No se podrá percibir 
compensación alguna por la donación de 
órganos. Se arbitrarán los medios para 
que la realización de estos procedimien-
tos no sea en ningún caso gravosa para 
el donante vivo ni para la familia del fa-
llecido. En ningún caso existirá compen-
sación económica alguna para el donan-
te, ni se exigirá al receptor precio alguno 
por el órgano trasplantado. 
Artículo tercero. El Ministerio de Sa-
nidad y Seguridad Social autorizará ex-
presamente los Centros sanitarios en que 
pueda efectuarse la extracción de órga-
nos humanos. Dicha autorización determi-
nará a quién corresponde dar la confor-
midad para cada intervención. 
Articulo CUl#'to. La obtención de ór-
ganos procedentes de un donante vivo, 
para su ulterior injerto o implantación en 
otra persona, podrá realizarse si se cum-
plen los siguientes requisitos: 
a) Que el donante sea mayor de 
edad. 
b) Que el donante goce de plenas 
facultades mentales y haya sido previa-
mente informado de las consecuencias de 
su decisión. Esta información se referirá 
a las consecuencias previsibles de orden 
somático, psíquico y psicológico, a las 
eventuales repercusiones que la donación 
pueda tener sobre su vida personal, fa-
miliar y profesional, así como a los bene-
ficios que con el trasplante se espera 
haya de conseguir el receptor. 
c) Que el donante otorgue su consen-
timiento de forma expresa, libre y cons-
ciente, debiendo manifestarlo, por escri-
to, ante la autoridad pública que regla-
mentariamente se determine, tras las ex-
plicaciones del Médico que ha de efec-
tuar la extracción, obligado éste tam-
bién a firmar el documento de cesión 
del órgano. En ningún caso podrá efec-
tuarse la extracción sin la firma previa de 
este documento. A los efectos estableci-
dos en esta Ley, no podrá obtenerse nin-
gún tipo de órganos de personas que, por 
deficiencias psíquicas o enfermedad men-
tal o por cualquiera otra causa no pue-
dan otorgar su consentimiento expreso, 
libre y consciente. 
d) Que el destino del órgano extraído 
sea su trasplante a una persona deter-
minada, con el propósito de mejorar sus-
tancialmente su esperanza o sus condicio-
nes de vida, garantizándose el anonimato 
del receptor. 
Artículo quinto. 1. La extracción de 
órganos u otras piezas anatómicas de 
fallecidos podrá hacerse previa compro-
bación de la muerte. Cuando dicha com-
probación se base en la existencia de da-
tos de irreversibilidad de las lesiones ce-
rebrales y, por tanto, incompatibles con 
la vida, el certificado de defunción será 
suscrito por tres Médicos, entre los que 
deberán figurar, un Neurólogo o Neuro-
cirujano y el Jefe del Servicio de la uni-
dad médica correspondiente, o su sustitu-
to; ninguno de estos facultativos podrá 
formar parte del equipo que vaya a pro-
ceder a la obtención del órgano o a efec-
tuar el trasplante. 
2. La extracción de órganos u otras 
piezas anatómicas de fallecidos podrá rea-
lizarse con fines terapéuticos o científicos, 
en el caso de que éstos no hubieran de-
. jado constancia expresa de su oposición. 
3. Las personas presumiblemente sa-
nas que falleciesen en accidente o como 
consecuencia ulterior de éste se conside-
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rarán, asimismo, como donantes, si no 
consta oposición expresa del fallecido. A 
tales efectos debe constar la autorización 
del Juez al que corresponda el conoci· 
miento de la causa, el cual deberá con· 
cederla en aquellos casos en que la obten· 
ción de los órganos no obstaculizare la 
instrucción del sumario por aparecer de· 
bidamente justificadas las causas de la 
muerte. 
Artículo sexto. El responsable de la 
unidad médica en que haya de realizarse 
el trasplante sólo podrá dar su conformi· 
dad si se cumplen los siguientes requi· 
sitos: 
a) Que el receptor sea plenamente 
consciente del tipo de intervención que va 
a efectuarse, conociendo los posibles ries· 
gas y las previsibles ventajas que, tanto 
física como psíquicamente, puedan deri· 
varse del traspante. 
b) Que el receptor sea informado de 
que se han efectuado en los casos preci· 
sos los necesarios estudios. inmunológicos 
de histocompatibilidad u otros que sean 
procedentes, entre donante y futuro re· 
ceptor, efectuados por un laboratorio acre· 
ditado por el Ministerio de Sanidad y 
Seguridad Social. 
c) Que el receptor exprese por escri· 
to su consentimiento para la realización 
del trasplante cuando se trate de un adul· 
to jurídicamente responsable de sus ac· 
tos, o por sus representantes legales, pa· 
dres o tutores, en caso de · pacientes con 
déficit mental o menores de edad. 
Artículo séptimo. 1. Se facilitará la 
constitución de Organizaciones a nivel de 
Comunidad Autónoma y Nacional y se 
colaborará con .Entidades internacionales 
que hagan posible el intercambio y la 
rápida circulación de órganos para tras· 
plante, obtenidos de personas fallecidas, 
con el fin de encontrar el receptor más 
idóneo. 
2. Por el Ministerio de Sanidad y Se· 
guridad Social se dictarán normas regula. 
doras del funcionamiento y control de los 
«bancos» de órganos que por su natura· 
leza permitan esta modalidad de conser· 
vación. Dichos «bancos» no tendrán, en 
caso alguno, carácter lucrativo. 
Disposiciones adicionales 
Primera. El Gobierno deberá desarro· 
llar por vía reglamentaria 10 dispuesto 
en esta Ley, y en especial: 
a) Las condiciones y requlSltos que 
han de reunir el personal, servicios y 
Centros sanitarios mencionados en la pre· 
sente Ley para ser reconocidos y acredi· 
tados en sus funciones; asimismo revisa· 
rá la base treinta y tres de la Ley de 
Bases de Sanidad Nacional de veinticua· 
tro de noviembre de mil novecientos cua· 
renta y cuatro y el Reglamento de Poli· 
da Sanitaria Mortuoria para facilitar la 
aplicación de esta Ley y el traslado de 
cadáveres. 
b) El procedimiento y comprobaciones 
para el diagnóstico de la muerte cerebral. 
c) Las medidas informativas de todo 
orden a que, inexcusablemente, habrán de 
atenerse todos los Centros sanitarios, a 
fin de garantizar que todos los dudada· 
nos que en ellos ingresen y sus familia· 
res tengan pleno conocimiento de la re· 
gulación sobre donación y extracción de 
órganos con fines terapéuticos o cientí· 
ficos. 
Segunda. La presente Ley no será de 
aplicación a la utilización terapéutica de 
la sangre humana y sus derivados; sin 
embargo, su Reglamentación se inspirará 
en los principios informadores de esta 
Ley. Las extracciones anatómicas efectua· 
das para la práctica de trasplantes de cór. 
nea y de otros tejidos que reglamenta. 
riamente se determinen podrán ser reali· 
zadas sin demora y en los propios luga. 
res del fallecimiento. 
Disposición derogatoria 
Queda derogada la Ley de dieciocho de 
diciembre de mil novecientos cincuenta y 
cuantas disposiciones, cualquiera que sea 
su rasgo, se opongan a lo dispuesto en la 
presente Ley. 
Por tanto, 
Mando a todos los españoles, particu· 
lares y autoridades, que guarden y ha· 
gan guardar esta Ley. 
Palacio Real, de Madrid, a veintisiete 
de octubre de mil novecientos setenta y 
nueve. 
JUAN CARLOS 
El Presidente del Gobierno, 
ADOLFO SUÁREZ GONZÁLEZ 
